	
	
	


Radicado No:

66 001 31 05 003 2024 10151 01 
Proceso: 


Acción de tutela (Impugnación)
Accionante:

Mary Gladis Cardona Hoyos
Accionados:
ICBF en cabeza de la Dirección de Gestión Humana y otra. 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS / ACTOS QUE DEFINEN TRASLADOS DE SERVIDORES PÚBLICOS
TUTELA CONTRA ACTO QUE NIEGA UN TRASLADO – Subsidiariedad.

… la Corte Constitucional, a través de las Sentencias T-1156 2004, T-1498 de 2000, T-468 de 2002, T.346 de 2001, T-264 de 2005 ha reiterado su posición, señalando como regla general, que la acción de tutela resulta improcedente para controvertir decisiones de la administración pública referentes a traslados, por cuanto existen en el ordenamiento jurídico otras vías procesales, como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, de manera excepcional la Corte ha admitido la procedencia de la acción de tutela ante situaciones fácticas muy especiales en las cuales se evidencie la existencia de una amenaza o vulneración a derechos fundamentales del trabajador o de su núcleo familia. De allí la necesidad de precisar (i) si la decisión es ostensiblemente arbitraria, en el sentido de haber sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo; y (ii) si afecta en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar. 

En el mismo sentido, la Sala Plena de la Corte Constitucional en sentencia SU 452-2024 al analizar la subsidiariedad de la acción de tutela sobre el traslado de un funcionario dentro de la rama judicial,  concluye que la acción de tutela procede de manera excepcional y como mecanismo definitivo de protección, para cuestionar los actos administrativos de carácter particular y concreto que presuntamente lesionan los derechos de carrera judicial cuando se pretenda salvaguardar el principio del mérito.
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SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucia Caicedo Calderón
Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Procede la judicatura a resolver la impugnación propuesta contra la sentencia proferida el 18 de diciembre de 2024, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela impetrada por la señora  MARY GLADIS CARDONA HOYOS en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR (en adelante ICBF), DIRECCIÓN GENERAL DEL ICBF EN BOGOTÁ D.C y el ICBF REGIONAL RISARALDA, por medio de la cual se pretende que se ampare sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral, trabajo seguro sin amenazas, integración a la familia, vida, salud, dignidad humana e igualdad. 
Al trámite fue vinculado la REGIONAL SANTANDER y el CENTRO ZONAL LA FLORESTA EN BARRANCABERMEJA del ICBF, las señoras JANETH TATIANA ABDALLAH CAMACHO, ANGELA PATRICIA CAICEDO LARA, ELIDA GRIMALDO ANDRADE y MARIA LUCIA VANEGAS PULGARIN, así como los señores ANDRES FERNANDO JIMENEZ OVIEDO, JEAN CARLOS MORA PALENCIA y PEDRO JOSE CABALLERO CABALLERO.
Para resolver se tiene en cuenta lo siguiente:

1. DEMANDA DE TUTELA
La señora MARY GLADIS CARDONA HOYOS solicita que se tutelen sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral, trabajo seguro sin amenazas, integración a la familia, vida, salud, dignidad humana e igualdad; en consecuencia  reclama que se le ordene a las entidades accionadas acceder a su petición de traslado a la REGIONAL SANTANDER CENTRO ZONAL LA FLORESTA EN BARRANCABERMEJA o, en su defecto, se acuda a la modalidad de teletrabajo suplementario implementado en la Resolución 6700 del 9 de octubre de 2023.
Para así pedir, manifiesta que mediante resolución No. 3523 del 23 de junio de 2021, fue nombrada en el Cargo de Defensora de Familia Grado 17 de la Planta Global asignada al Centro Zonal Pereira de la Regional Risaralda, quedando desde el 11 de enero de 2022 en Carrera Administrativa.
Refiere que, por su nombramiento como Defensora de Familia, se vio en la necesidad de radicarse en esta ciudad, en donde reside sola, ya que su esposo, con quien tiene una convivencia desde el año 2012, se encuentra en la ciudad de Barrancabermeja, Santander, toda vez que desde el 2016 ingresó por concurso a la Fiscalía General de la Nación, siendo asignado y trasladado para el municipio en mención.
Agrega que el 13 de noviembre de 2023 presentó ante la Fiscalía 10 Unidad Administrativo-Pública – Orden Económico Participación -Democracia una denuncia por violencia contra servidor público, debido a que recibió improperios y amenazas en redes sociales y en su lugar de trabajo por parte de un usuario, debido a una medida de protección que amparaba a una menor a cargo del ICBF.
Indica que a raíz de la intimidación y amenazas de las que es víctima, y con apoyo en una evaluación médica desfavorable, el 6 de mayo de 2024 radicó derecho de petición ante la directora del I.C.B.F. Regional Risaralda, solicitando el traslado a la ciudad de Barrancabermeja- Santander, donde, por un compañero se enteró que es posible el traslado; sin embargo, su petición fue rechazada al indicársele que no se cuentan con vacantes en el Centro Zonal La Floresta, ni en ningún centro zonal ubicado en Barrancabermeja, pero que, de insistir en el traslado, existe una vacante definitiva en el Centro Zonal La Meseta de la Regional Antioquia, ubicada en el municipio Yarumal. 
Resalta que en caso de que fuera cierto que no cuentan con vacantes en el sitio de interés centro zonal La Floresta ni en ningún centro zonal ubicado en Barrancabermeja, puedo la entidad considerar la posibilidad de teletrabajo suplementario que debe ser acordado y aprobado por el jefe inmediato, jefe de la dependencia y por el Comité Coordinador de Teletrabajo de la Sede de Dirección General, en atención a las necesidades propias del servicio.
2. TRÁMITE IMPARTIDO

La acción constitucional fue asignada por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 17 de septiembre de 2024 y admitida mediante auto del día 18 de septiembre de 2024, donde ordenó vincularse al ICBF en cabeza de la Dirección de Gestión Humana Regional Santander, Centro Zonal La Floresta en Barrancabermeja. 

Posteriormente, el 26 de septiembre de la misma calenda, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, profirió fallo mediante el cual negó por improcedente la acción de tutela, el cual fue notificado el 27 de septiembre de 2024. 

Encontrándose en término, la accionante radicó escrito de impugnación.

El día 08 de octubre de 2024 fue asignada por reparto al Despacho de la suscrita Magistrada Ponente. El día 25 de octubre de 2024 se requirió al ICBF en cabeza de la Dirección de Gestión Humana, Sede de la Dirección General de Bogotá para que allegase “Lista de la planta de personal de esa entidad en la Regional Santander, Centro Zonal La Floresta en Barrancabermeja, certificando quién la ocupa en propiedad o en provisionalidad, extendiendo la orden a las otras regionales del Departamento de Santander”
Fue así como el 30 de octubre de 2024, el ICBF aportó lo requerido por el despacho, lo cual permitió identificar que no fueron vinculadas a la acción constitucional todas las partes que contaban con un interés legítimo y podían verse afectadas con la decisión, aunado a ello, no fue posible integrar a la acción a las partes que no fueron debidamente notificadas por medio de la dirección electrónica, razón por la cual, atendiendo el numeral 8 del artículo 133 e inciso final del artículo 134 del Código General del Proceso, se declaró la nulidad de todo lo actuado, se ordenó la vinculación a las partes con interés legítimo y la debida notificación a los demás extremos procesales. 
Atendiendo a lo dispuesto por esta superioridad, el ad quo procedió con la vinculación y notificación a las partes, las cuales, integrándose al contradictorio, aportaron las contestaciones correspondientes y en consecuencia fue proferido el fallo de tutela el día 14 de noviembre de 2024, notificado el día 18 de noviembre de 2024. 

Por su parte, la accionante impugnó la decisión de primera instancia el día 18 de noviembre de 2024, la cual fue asignada por conocimiento previo a la suscrita Magistrada Ponente. 
Una vez analizado el expediente de tutela, la suscrita Magistrada Ponente pudo avizorar que no fue integrada al trámite de la acción una de las personas que ocupa el mismo cargo de la accionante en el Centro Zonal-La Floresta, razón por lo cual, en aras de garantizar su derecho de defensa, fue necesario decretar nuevamente la nulidad de lo actuado y remitir al despacho de origen, mediante providencia del día 10 de diciembre de 2024. 

Acto seguido, el día 18 de diciembre de 2024 el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, profirió sentencia de tutela negando por improcedente la acción constitucional impetrada por la señora Mary Gladis Cardona Hoyos, decisión que fue impugnada por la accionante. 
3. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA DE TUTELA
En respuesta a la acción de tutela, el ICBF, se opuso al amparo constitucional, argumentando que la decisión de negar el traslado solicitado se fundamenta en la aplicación de la normatividad vigente y en la necesidad de garantizar la continuidad y calidad del servicio. La entidad sostuvo que, tras realizar un análisis de la planta de personal de la Regional Santander, se evidenció que no existían vacantes del mismo empleo y con las mismas funciones en el Centro Zonal La Floresta de Barrancabermeja, lo que imposibilitaba acceder a la petición de traslado elevada por la accionante.
Además, el ICBF resaltó que los traslados de personal se rigen por lo dispuesto en la Resolución 9195 de 2013 y en el Decreto 1083 de 2015, normas que establecen los criterios y requisitos para efectuar dichos movimientos, priorizando aspectos como las necesidades del servicio, la afectación de la prestación de este y los derechos de los demás servidores públicos. En este sentido, la entidad accionada enfatizó que acceder al traslado solicitado por la accionante implicaría una afectación del servicio y un desconocimiento de los derechos de otros funcionarios.
No obstante, el ICBF puso de presente que, como alternativas para la accionante, se le informó sobre la existencia de una vacante en el Centro Zonal La Meseta de la Regional Antioquia, ubicado en el municipio de Yarumal, y se le sugirió acudir a la figura de la permuta, para lo cual la entidad dispuso un micrositio web que permite la inscripción de los servidores interesados en esta opción. Estas alternativas, a juicio del ICBF, demuestran la intención de la entidad de brindar soluciones a la situación particular de la accionante, sin desconocer la normatividad aplicable y la necesidad de garantizar la prestación efectiva del servicio.
Por último, el ICBF cuestionó la procedencia de la acción de tutela para resolver la controversia planteada, argumentando que la accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial para controvertir la decisión administrativa de negar el traslado, como lo serían la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso-administrativa. La entidad accionada sostiene que no se evidencia la configuración de un perjuicio irremediable que justifique la intervención del juez constitucional, y que la accionante no ha acreditado el cumplimiento del requisito de subsidiariedad que rige la acción de tutela.
Una vez vinculado al trámite constitucional, la señora ANGELA PATRICIA CAICEDO LARA coadyuvó las aspiraciones de la accionante y solicitó que se tuviera en cuenta la providencia SU 452 de 2024 proferida por la Corte Constitucional, como quiera que el ICBF puede acceder al traslado entre regionales, como en otras múltiples oportunidades lo ha hecho, cuando se fundamenta la solicitud en amenazas. Sin embargo, aclaró que su arraigo familiar se encuentra en Barrancabermeja y por ello participó en la convocatoria 433 directamente para ese municipio, ganando por mérito su derecho a estar en el centro zonal.  
Por su parte, la señora FRANCIA INES PINILLO VELEZ, actuando como COORDINADORA DEL CENTRO ZONAL LA FLORESTA – REGIONAL SANTANDER, indicó que no está facultada para realizar designaciones, nombramientos o traslados de funcionarios dentro de la misma regional y mucho menos desde o hacia otra regional, pues dicha función radica en cabeza de la Dirección General del ICBF en la ciudad de Bogotá.

Agregó que en el centro zonal que representa, en el mismo cargo que ostenta la accionante -Defensora de Familia Grado 19-, se encuentran las siguientes personas:
“- JANETH TATIANA ABDALLAH CAMACHO: nombrada en provisionalidad.
- PEDRO JOSE CABALLERO CABALLERO: carrera administrativa.
- ANGELA PATRICIA CAICEDO LARA: carrera administrativa
- ELIDA GRIMALDO ANDRADE: carrera administrativa
- ANDRÉS FERNANDO JIMENEZ OVIEDO: carrera administrativa, actualmente pertenece al centro zonal Manizales 2, Regional Caldas. (realizo permuta con la funcionaria CLAUDIA MARCELA GOMEZ FIGUEROA)
- JEAN CARLOS MORA PALENCIA: carrera administrativa
- MARIA LUCIA VANEGAS PULGAR: carrera administrativa
- CLAUDIA MARCELA GOMEZ FIGUEROA: nombrada en provisionalidad. 
Actualmente pertenece a este centro zonal; (realizó permuta con el funcionario ANDRÉS FERNANDO JIMENEZ OVIEDO), hizo gestión de permuta persiguen precisamente la unidad familiar ya que su familia “esposo e hijos” viven en Barrancabermeja.”

De lo anterior, la Coordinadora del Centro Zonal La Floresta solicitó al despacho considerar que “los funcionarios mencionados anteriormente tienen arraigo en esta ciudad o en esta regional, es decir, tienen sus familias en esta ciudad JEAN CARLOS MORA PALENCIA, PEDRO JOSE CABALLERO, ANGELA PATRICIA CAICEDO LARA, ELIDA GRIMALDO ANDRADE, MARIA LUCIA VANEGAS PULGAR, CLAUDIA MARCELA GOMEZ FIGUEROA y por lo menos en el departamento la funcionaria JANETH TATIANA ABDALLAH CAMACHO, específicamente en la ciudad de Bucaramanga a 2 horas de esta ciudad.”

A su vez, , la señora JANETH TATIANA ABDALLAH CAMACHO, en su respuesta, manifestó  que fue nombrada en provisionalidad el día 15 de septiembre de 2023 para el cargo de Defensora de Familia 2125 grado 19, adscrita al Centro Zonal La Floresta del ICBF, mismo que se encontraba en vacancia definitiva y dado que no existían servidores con derechos de carrera administrativa que pudiera optar por el derecho preferente en el cargo, cumplió con el perfil, habilidades, competencias y requisitos del mismo. 

Informa que cuenta con arraigo familiar, laboral y social en Barrancabermeja y se encuentra en esta ciudad luego de haber sido víctima de graves amenazas contra su vida en el Norte de Santander. 
Por otra parte, el señor ANDRÉS FERNANDO JIMÉNEZ OVIEDO manifiesta no pertenecer al Centro Zonal Floresta de la ciudad de Barrancabermeja, toda vez que fue reubicado en la Regional Caldas Centro Zonal Manizales 2 en el cargo de Defensor de Familia grado 19, en carrera administrativa y por tanto solicita su desvinculación.
Vinculada a la acción, la señora MARTHA LUCÍA BALLESTEROS GARCÍA en calidad de DIRECTORA ENCARGADA REGIONAL SANTANDER, solicita se declare improcedente la acción de tutela, puesto que la accionante cuenta con mecanismos para controvertir la decisión de la Institución en la vía jurisdiccional. Adicionalmente, argumenta la necesidad del servicio como criterio determinante para tomar decisiones en relación con la planta de personal, además de reiterar que no existen vacantes del mismo empleo en Barrancabermeja. Finalmente, solicita la desvinculación de la acción al no encontrarse facultada para tomar decisiones en el manejo de la planta de personal, funciones que están en cabeza de la Dirección de Gestión Humana.  

Encontrándose en término, la señora CLAUDIA MARCELA GÓMEZ FIGUEROA, refiere en su contestación que se encuentra ejerciendo el cargo de Defensora de Familia 2125 grado 19, adscrita al Centro Zonal la Floresta del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar desde el día 02 de mayo de 2024, cargo que se encontraba en vacancia definitiva en la Regional de Caldas, Centro Zonal Dos, provisto mediante provisionalidad; sin embargo, mediante la Resolución 4839 del 17 de octubre del 2024 se le concedió permuta con el defensor de familia ANDRÉS FERNANDO JIMÉNEZ OVIEDO, quien estaba en el mismo cargo en el Centro Zonal de La Floresta. Dicha solicitud fue avalada por su arraigo y en aras de lograr la reunificación familiar.
4. PROVIDENCIA IMPUGNADA
Mediante sentencia proferida el 18 de noviembre de 2024, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira negó por improcedente la acción de tutela instaurada por la señora Mary Gladis Cardona Hoyos en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), providencia que fue impugnada por la accionante dentro del término legal previsto para tal efecto.
En su fallo, la jueza de primera instancia fundamentó su decisión en la aplicación de las normas que regulan los traslados de personal en el ICBF, específicamente la Resolución 9195 de 2013 y el Decreto 1083 de 2015, concluyendo que la negativa de la entidad accionada a conceder el traslado solicitado por la accionante se ajustaba a los lineamientos legales aplicables al caso concreto. El Despacho consideró que el ICBF, en su calidad de empleador, tiene la potestad de decidir sobre los movimientos de personal, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en la normatividad vigente y no se afecte la prestación del servicio, además de dejar claro que no existen vacantes en el Centro Zonal – La Floresta, Barrancabermeja, Santander.
En cuanto a la procedencia de la acción de tutela, la jueza de primera instancia señaló que, en virtud del principio de subsidiariedad consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y desarrollado por el Decreto 2591 de 1991, este mecanismo de amparo solo procede cuando no existan otros medios de defensa judicial o cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En el caso concreto, el Despacho estimó que la accionante contaba con otros mecanismos de protección de sus derechos, ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin que se evidenciara la configuración de un perjuicio irremediable que justificara la intervención del juez constitucional.
Respecto a la presunta vulneración de derechos fundamentales alegada por la accionante, la jueza de primera instancia consideró que no se acreditó una afectación grave e inminente de sus derechos a la estabilidad laboral, trabajo seguro sin amenazas, integración a la familia, vida, salud, dignidad humana e igualdad. El Despacho resaltó que la señora Cardona Hoyos conocía las condiciones de trabajo y la ubicación geográfica del cargo al momento de su posesión, y que el ICBF, al negar el traslado, no lo hizo de manera caprichosa o arbitraria, sino en aplicación de la normatividad vigente y en aras de garantizar la continuidad y calidad del servicio.
En cuanto al hecho victimizante, considera que por las características propias del cargo que desempeña la accionante se encuentra expuesta a un riesgo, sin embargo, la negación de la accionada no corresponde a una arbitrariedad, puesto que, verificó que para la sede solicitada no existían vacantes y en razón a ello, puso en conocimiento de la servidora la alternativa para traslado a otro Centro Zonal o acudir a la permuta en aras de brindar una respuesta a la accionante. 

Con fundamento en lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira resolvió negar por improcedente la acción de tutela promovida por la señora Mary Gladis Cardona Hoyos, al considerar que no se cumplían los presupuestos para la procedencia del amparo constitucional y que no se demostró la vulneración de los derechos fundamentales invocados por la accionante. Como consecuencia de esta decisión, se mantuvo incólume la decisión administrativa del ICBF de negar el traslado solicitado por la accionante.
4.1 Impugnación

En el escrito de impugnación presentado por la accionante manifestó, en síntesis, que se encuentra en desacuerdo con la decisión adoptada por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, al considerar que no tuvo en cuenta la totalidad de los elementos probatorios aportados al proceso y que no realizó una valoración adecuada de los mismos. La señora Cardona Hoyos sostiene que las pruebas allegadas, especialmente la denuncia penal instaurada por el delito de violencia contra servidor público y la historia clínica que da cuenta de las afectaciones a su salud, demuestran de manera fehaciente la vulneración de sus derechos fundamentales por parte del ICBF al negar su solicitud de traslado.
La accionante reitera los lineamientos que plasma la Resolución 9195 de 2013 donde contempla los traslados en caso de amenazas, integración familiar, salud, entre otros, los cuales, a su entender, no se han priorizado en este caso, bajo el argumento de la necesidad del servicio, mismo que ha sido desconocido en múltiples ocasiones en diferentes regionales y, que para el caso de Pereira, no aplicaría ya que se brindó la alternativa para cubrir la vacancia definitiva en Yarumal, Antioquia. 

A esto se añade que el argumento para la negación del traslado y las alternativas correspondieron a la inexistencia de vacantes en el Centro Zonal – La Floresta no es acorde con la realidad, por cuanto se informó por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, que en el cargo de Defensor de Familia Código 2125 Grado 19 se encuentran dos defensoras de familia nombradas en provisionalidad. 

En cuanto a la procedencia de la acción de tutela, la accionante cuestiona la apreciación de la jueza de primera instancia sobre la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, señalando que estos no resultan idóneos ni eficaces para la protección inmediata de sus derechos fundamentales. Sostiene que acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa implicaría someter su situación a un proceso prolongado, durante el cual se mantendría la amenaza a sus derechos, configurándose así un perjuicio irremediable que justifica la intervención del juez constitucional.

Asimismo, la impugnante resalta que el fallo de primera instancia no tuvo en cuenta que el ICBF, como entidad encargada de la protección de los derechos de la familia y de los niños, niñas y adolescentes, tiene el deber constitucional de adoptar medidas efectivas para garantizar la integridad y seguridad de sus servidores, especialmente cuando estos se encuentran en situaciones de riesgo derivadas del ejercicio de sus funciones.
Por los argumentos expuestos, la accionante solicita que la sentencia de primera instancia sea modificada, y que se ordene al ICBF acceder a su solicitud de traslado a la Regional Santander Centro Zonal La Floresta en Barrancabermeja o, subsidiariamente, se le autorice la modalidad de teletrabajo, como medidas necesarias para salvaguardar sus garantías constitucionales y evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 
5. CONSIDERACIONES
5.1 Competencia
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido el 18 de diciembre de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, de conformidad con los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.2 Problema jurídico por resolver 

Le corresponde a la Sala analizar los siguientes problemas: 

1) La procedencia de la acción de tutela frente a decisiones de carácter administrativo que niegan el traslado de un servidor público. 
2) Determinar si el ICBF, al negar la solicitud de traslado o la concesión de la modalidad de teletrabajo a la accionante, vulneró sus derechos fundamentales a la estabilidad laboral, trabajo seguro sin amenazas, integración a la familia, vida, salud, dignidad humana e igualdad, o si, por el contrario, la decisión de la entidad se ajusta a los lineamientos legales y jurisprudenciales aplicables al caso concreto, teniendo en cuenta la motivación del acto administrativo bajo los criterios de necesidad del servicio, las situaciones de riesgo alegadas por la accionante y la ponderación entre sus derechos fundamentales y los principios que rigen la función pública (Const., 1991, art. 209).
5.3.
Procedibilidad de la acción de tutela 
5.3.1 Legitimación en la causa por activa.
El artículo 86 de la Constitución, en conjunto con el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991 establecen que “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales” Así mismo, el artículo 10 del mismo decreto dispone que se podrá actuar: (i) a nombre propio, (ii) a través de un representante legal, (iii) por medio de apoderado judicial o (iv) mediante un agente oficioso.
En el presente caso, la accionante se encuentra legitimada por activa, dado que es la servidora pública a la cual se le negó la solicitud de traslado por razones de amenaza a otra Regional del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
5.3.2 Legitimación en la causa por pasiva.
Frente a la legitimación en la causa por pasiva, el artículo 86 de la Constitución Política, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 5 y 13 del Decreto 2591 de 1991, establece que la acción de tutela procede contra la acción u omisión de las autoridades públicas o, de manera excepcional, frente a particulares que vulneren o amenacen derechos fundamentales.
En el presente caso, el proceso se promueve contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, entidad pública a la cual se encuentra vinculada en carrera administrativa y se encuentra facultada para ordenar el traslado de la accionante.
5.3.3 Inmediatez
En cuanto al criterio de inmediatez, la Constitución determinó que la acción de tutela es un mecanismo que busca la protección inmediata de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados. Por ello, se exige al accionante que, dentro de un término razonable y prudencial, a partir del hecho que generó la eventual vulneración, ejerza la acción constitucional. Ha sostenido esta Corte que, aunque la acción de tutela no tiene un tiempo de caducidad propiamente dicho, sí es necesario que se formule en un lapso razonable.
En el presente caso, el requisito de inmediatez se encuentra satisfecho, ya que la accionante presentó la acción de tutela el 17 de septiembre de 2024, es decir, 7 días después de haber recibido respuesta por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a la petición de traslado, el día 10 de septiembre de 2024.
5.3.4 Carácter subsidiario de la acción de tutela – Cumplimiento del requisito de subsidiaridad 
Es bien sabido que, como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta y el Decreto 2591/1991, se destaca el carácter subsidiario de la cual está revestida, y que, tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en varias de sus sentencias, autoriza su uso en alguna de las siguientes hipótesis: (i) cuando no exista otro medio de defensa judicial que permita resolver el conflicto relacionado con la supuesta vulneración de un derecho fundamental; o cuando, aun existiendo; (ii) dicho mecanismo no resulta eficaz ni idóneo para la protección del derecho; o cuando, incluso, (iii) a pesar de brindar un remedio integral, sea necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. 
En el caso que nos ocupa, resulta fundamental analizar si se cumple o no el requisito de subsidiariedad, teniendo en cuenta las particularidades fácticas y jurídicas que rodean la controversia. Para ello, es necesario examinar si la accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial que le permitan obtener la protección efectiva de sus derechos fundamentales, presuntamente vulnerados por la decisión del ICBF de negar su solicitud de traslado o la autorización para acogerse a la modalidad de teletrabajo. 
Al respecto la Corte Constitucional, a través de las Sentencias T-1156 2004, T-1498 de 2000, T-468 de 2002, T.346 de 2001, T-264 de 2005 ha reiterado su posición, señalando como regla general, que la acción de tutela resulta improcedente para controvertir decisiones de la administración pública referentes a traslados, por cuanto existen en el ordenamiento jurídico otras vías procesales, como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. No obstante, de manera excepcional la Corte ha admitido la procedencia de la acción de tutela ante situaciones fácticas muy especiales en las cuales se evidencie la existencia de una amenaza o vulneración a derechos fundamentales del trabajador o de su núcleo familia. De allí la necesidad de precisar (i) si la decisión es ostensiblemente arbitraria, en el sentido de haber sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo; y (ii) si afecta en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar. 
En el mismo sentido, la Sala Plena de la Corte Constitucional en sentencia SU 452-2024 al analizar la subsidiariedad de la acción de tutela sobre el traslado de un funcionario dentro de la rama judicial,  concluye que la acción de tutela procede de manera excepcional y como mecanismo definitivo de protección, para cuestionar los actos administrativos de carácter particular y concreto que presuntamente lesionan los derechos de carrera judicial cuando se pretenda salvaguardar el principio del mérito.
En conclusión, si bien en el caso estudiado existe otro mecanismo de defensa judicial, se observa que este podría no resultar eficaz ni idóneo para brindar una protección oportuna y efectiva a los derechos fundamentales de la accionante. Por otra parte, como se verá más adelante, el acto administrativo que negó la solicitud de traslado no consultó de manera adecuada y coherente las circunstancias particulares de la trabajadora y ocultó que, en la sede objeto de la petición de traslado, existían dos vacantes en provisionalidad, lo que de suyo transgrede el derecho a la igualdad de la actora, cuyo resarcimiento es propio de la acción de tutela. Por lo tanto, para la Sala el presente amparo cumple el requisito de subsidiariedad.  
6. FUNDAMENTO JURÍDICO
En cuanto a la normatividad aplicable a los traslados de personal en el ICBF, resulta pertinente mencionar la Resolución 9195 de 2013, que establece los criterios y procedimientos para tramitar las solicitudes de traslado de los servidores públicos, en la que establece el punto de vista desde el cual debe abordarse su análisis, esto es, necesidad del servicio, principios de igualdad y mérito, resultados de evaluación de desempeño, situaciones de salud, la integración familiar, el fortalecimiento del desarrollo personal y profesional y orden público que pongan en peligro la vida e integridad del servidor público. 
Algunos de estos criterios fueron definidos en el mismo acto administrativo para orientar la función de aquellos que debían resolver las peticiones encaminadas en este sentido. Así, se dijo que la "Protección a la vida: Se presenta cuando hay situaciones que plantean riesgo inminente a la vida del servidor público por factores externos, tales como amenazas por las gestiones que cumplen con ocasión del desempeño de las funciones propias de su cargo, en cuyo caso de debe dar aplicación al Protocolo de Seguridad establecido por la Dirección de Gestión Humana.”  Además, se señaló que la “Integración Familiar. Se presenta cuando hay situaciones que afectan la integración del núcleo familiar de origen, o el núcleo familiar actual, fundamentalmente cuando se ve afectado el cuidado y la protección de menores de edad, en cuyo caso el servidor público deberá aportar los documentos requeridos.”
Asimismo, el Decreto 1083 de 2015, en sus artículos 2.2.5.4.1 y siguientes, regula los movimientos de personal, incluyendo los traslados y las permutas entre empleados públicos, señalando que estos procederán por necesidades del servicio o por razones de conveniencia, siempre que no se afecte la prestación de este.
Desde otro punto de vista, se hace necesario invocar las disposiciones comprendidas en el Decreto 648 de 2017 Reglamentario del Sector de la Función Pública, mismo que establece las formas de provisión de las vacancias definitivas, movimientos de personal y traslado de empleados públicos a luz de lo dispuesto en los artículos 2.2.5.3.1, 2.2.5.4.1 y ss, donde se establece que las vacancias definitivas en empleos de carrera se proveerán en periodo de prueba o ascenso, con las personas que hayan sido seleccionadas mediante el sistema de mérito y que mientras se surte el proceso de selección, podrá proveerse transitoriamente a través de las figuras de encargo o nombramiento provisional.  
Asimismo, estableció la posibilidad de traslado cuando concurran las siguientes características: i) un empleado en servicio activo ii) un cargo vacante definitivamente iii) con funciones afines al que desempeña, de la misma categoría y para el cual se exijan requisitos mínimos similares. 
7. PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL RESPECTO AL TRASLADO DE SERVIDORES PÚBLICOS EN CARRERA 
Recientemente la Honorable Corte Constitucional por medio de sentencia SU 452 de 2024 tuteló los derechos de un funcionario de carrera judicial cuya solicitud de traslado fue negada por la Comisión Nacional de Disciplina Judicial, en su providencia, trajo a colación el impacto de la motivación del acto administrativo en la garantía del derecho de defensa y debido proceso. Además, el Alto Tribunal, le otorgó efectos inter pares a la decisión proferida y en consecuencia extendió los mismo a los trámites y solicitudes de traslados por funcionarios de carrera cuyo traslado fuere negado con base en que el cargo no está en vacante por estar ocupado por una persona nombrada en provisionalidad. Al respeto, tras analizar el caso concreto concluyó: 

“De este examen, la Sala Plena de la Corte Constitucional concluye que la Comisión Nacional de Disciplina Judicial vulneró el derecho fundamental al debido proceso frente a su solicitud de traslado por cuatro razones: (i) en un primer momento, adoptó y notificó una decisión administrativa sin motivación; (ii) desconoció el deber de practicar el trámite sin dilaciones injustificadas; (iii) fundamentó su decisión de negar el traslado en una motivación errónea que no consideró los criterios objetivos y razonados ni la primacía del principio del mérito y (iv) incurrió en afirmaciones contrarias a la verdad, al certificar que un cargo no se encontraba vacante, estándolo. Esta situación evidencia una actuación arbitraria de la CDNJ en desmedro del señor Humberto Rodríguez Arias.”  (negrilla y subrayado fuera de texto)
8. ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO

Después de examinar cuidadosamente las pruebas aportadas al expediente y los argumentos expuestos por las partes, la Sala encuentra que es procedente conceder el amparo deprecado por la señora Mary Gladis Cardona Hoyos, por las siguientes razones:
En primer lugar, en cuanto a la solicitud de traslado, se observa que la misma fue presentada ante la Directora del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Risaralda, atendiendo al trámite previsto en la Resolución 9195 de 2013, fundada en los hechos que son materia de investigación dentro del proceso penal que se adelanta por el presunto delito de violencia contra servidor público, lo cual permite hacer un análisis bajo el criterio de protección a la vida  y adicionalmente, bajo el criterio de integración familiar considerando las circunstancias familiares que rodean a la Defensora de Familia.
En efecto,  la señora Cardona Hoyos ha sido víctima de amenazas en razón a su labor como Defensora de Familia, razón por la cual radicó denuncia ante la Fiscalía General de la Nación, bajo el NUNC 660016000036202320337 asignada a la Fiscalía 10 Seccional, por el delito de violencia contra servidor público, motivada por los hechos acontecidos el día 13 de noviembre de 2023, donde en las instalaciones de su lugar de trabajo, esto es, Centro Zonal Pereira – ICBF, hizo presencia el señor Hernando León Moreno Arias, empleando insultos y manifestaciones relacionadas con la ejecución de las funciones desempañadas por la defensora de familia, improperios y amenazas que trascendieron la esfera de las redes sociales, incitando a los seguidores del canal de YouTube “La Ley del León”  a realizar justicia por mano propia, asegundando que “(…) con estos bandidos se tendrá que hacer como en el año 1789 en la revolución a estos bandidos hay que colgarlos de la plaza pública o llevarlos a la cárcel” (SIC) .
   

De igual manera, la accionante ha puesto en conocimiento de la entidad pública que su esposo se encuentra domiciliado en Barrancabermeja, Santander, por tal razón solicitó a la Dirección del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Regional Risaralda conceder traslado para el Centro Zonal - La Floresta, de la Regional Santander.
Ante la situación expuesta, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar a través del memorial Rad 202412100000117013
 dio respuesta a la accionante indicando que no existían vacantes en el Centro Zonal la Floresta Barrancabermeja, Santander que permitieran despachar favorablemente la solicitud, no obstante, brindó como alternativas el traslado al Centro Zonal La Meseta de la Regional Antioquia, ubicado en el municipio Yarumal, o acudir a la modalidad de permuta.
Si bien es cierto que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar cuenta con un margen de discrecionalidad para determinar la ubicación de sus servidores, dicha facultad no es absoluta y debe ejercerse dentro de los límites que imponen la Constitución y la ley, especialmente cuando se trata de garantizar derechos fundamentales. 
Así pues, al analizar la motivación del acto administrativo que negó el traslado, la Sala considera que la decisión del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, si bien se fundamenta en la aplicación de la normatividad que regula los movimientos de personal en la entidad, se limitó únicamente a informar la inexistencia de vacantes para el Centro – Zonal la Floresta sin discriminar cuales de los cargos para defensora de familia se encontraban ocupados en carrera administrativa y cuales habían sido provistos en forma provisional. No obstante, a la luz de los documentos aportados al expediente por parte de las accionadas y vinculadas, pudo advertirse que existe en la planta de personal del Centro Zonal La Floresta - Regional Santander, (7) cargos con la denominación de Defensor de Familia, Código 2125, Grado 19, de los cuales, (5) se encuentran provistos en carrera administrativa y (2) nombrados en provisionalidad.

En cuanto a los nombramientos realizados en provisionalidad a las señoras Janeth Tatiana Abdallah Camacho y Claudia Marcela Gómez Figueroa, se aportaron los correspondientes actos administrativos de nombramiento
 y acta de posesión
 que dan cuenta de la vacancia definitiva de los cargos de Defensor de Familia Código 2125 Grado 19.  
Si bien, debe tenerse presente que actualmente se encuentran vinculadas al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Centro Zonal La Floresta las defensoras de familia en provisionalidad, ambas servidoras al momento de ejercer su derecho de defensa pusieron en conocimiento que previo a ser parte de la planta de personal de Barrancabermeja, se encontraban ejerciendo sus funciones en regionales diferentes a Santander: en el caso de Janeth Tatiana Abdallah Camacho, se encontraba en la Regional de Norte de Santander
 y Claudia Marcela Gómez Figueroa, en la Regional Caldas
, sin embargo, priorizando la protección a la vida y la integración familiar, les fue concedido el movimiento de regional a través de la figura de traslado y permuta respectivamente.  
Lo anterior, pone en evidencia una vulneración al derecho a la igualdad y el mérito de la accionante, pues la accionada en estos dos casos priorizó los criterios de Protección a la vida e integración familiar como fundamento para conceder el traslado o permuta a servidoras cuyo nombramiento fue en provisionalidad, pero en cambio negó la solicitud de traslado de la actora, que expuso una situación similar y además se encuentra nombrada en propiedad.  
No puede perderse de vista que, al no encontrarse las dos defensoras en carrera, únicamente cuentan con una mera expectativa que debe ceder ante los derechos de una persona que a través del mérito ha ingresado a la carrera administrativa. 
Por otro lado, y atendiendo a la alternativa brindada por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar respecto de la vacancia definitiva en el Centro Zonal La Meseta de la Regional Antioquia, ubicada en el municipio Yarumal, es evidente que no existe argumento alguno que justifique que el traslado de la actora se haga en Yarumal a sabiendas de que existe dos vacancias definitivas precisamente en Barrancabermeja, sitio pedido por la accionante. Además, queda demostrado que, para el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, resulta completamente clara la posibilidad de traslados para el caso de las vacancias definitivas.  
Lo dicho hasta este punto, le permite a la Sala apartarse del argumento de la jueza de instancia que negó por improcedencia la acción constitucional, al señalar que existen otros medios de defensa ante la jurisdicción contencioso administrativa,  sin considerar que el instituto accionado  incurrió en una motivación errónea al negar solicitud de traslado bajo el argumento de la inexistencia de vacantes en el Centro Zonal – La Floresta de Barrancabermeja, situación contraria a la verdad y que desatendió por completo el principio del mérito, dando prevalencia al nombramiento en provisionalidad y no a quien se encuentra en carrera administrativa, lo cual resulta arbitrario y en contra de los derechos de la accionante.
Así las cosas, resulta evidente la vulneración al derecho a la vida, la salud, la integridad personal, el trabajo,  la unidad familiar, la igualdad y el debido proceso por parte del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por lo que se revocará la sentencia de primera instancia que negó por improcedencia, para en su lugar tutelar los derechos de la accionante y en consecuencia, se ordenará a la Dirección de la Regional Santander adelantar el trámite administrativo que corresponde a fin de  informar la decisión de traslado a la Dirección de Gestión Humana de la Sede de la Dirección General, dentro de los (8) días siguientes a la notificación de esta providencia. 
Asimismo, se ordenará a la Dirección de Gestión Humana de la Sede de la Dirección General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar que, dentro de los (5) días siguientes a la recepción del informe de decisión de traslado emitido por la Dirección Regional del Santander, proceda a formalizar el correspondiente traslado de la servidora pública Mary Gladis Cardona Hoyos al Centro Zonal – La Floresta Barrancabermeja, Santander, al cargo de Defensor de Familia, Código 2125, Grado 19.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución y la ley,

RESUELVE
PRIMERO: Por las razones expuestas en precedencia, REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 18 de noviembre de 2024, que negó el amparo deprecado, y en su lugar TUTELAR los derechos fundamentales a la vida, la salud, la integridad personal, el trabajo, la unidad familiar, la igualdad y el debido proceso de la señora Mary Gladis Cardona Hoyos, vulnerados por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTOS el acto administrativo de radicado 202412100000117013 expedido el 10 de septiembre de 2024, por medio del cual se niega solicitud de traslado a la señora Mary Gladis Cardona Hoyos.
TERCERO: ORDENAR a la Directora de la Regional Santander del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Dra. Martha Lucía Ballesteros García o a quien haga sus veces, adelantar el trámite administrativo que corresponde a fin de informar la decisión de traslado a la Dirección de Gestión Humana de la Sede de la Dirección General, dentro de los 8 días siguientes a la notificación de esta providencia.
CUARTO: ORDENAR al Director de Gestión Humana de la Sede de la Dirección General del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Dr Jaime Ricardo Saavedra Patarroyo o a quien haga sus veces, para que, dentro de los (5) días siguientes a la recepción del informe de traslado emitido por la Dirección Regional del Santander, proceda a formalizar el correspondiente traslado de la servidora pública Mary Gladis Cardona Hoyos al Centro Zonal – La Floresta Barrancabermeja, Santander, al cargo de Defensor de Familia, Código 2125, Grado 19.
QUINTO: DESVINCULAR de esta acción constitucional a a los señores Pedro José Caballero Caballero, Angela Patricia Caicedo Lara, Elida Grimaldo Andrade, Jean Carlos Mora Palencia y María Lucía Vanegas Pulgarín,
SEXTO: Notifíquese la decisión a las partes por el medio más eficaz
SÉPTIMO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado,

Ausencia justificada
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Con firma electrónica al final del documento

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
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